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SENTENCIA 

 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 11 de agosto de 2016. 

La Sra. Carmen I. Rivera Torres y otros noventa y cuatro (94) 

recurrentes (en adelante, la parte recurrente o los recurrentes), 

comparecen ante nos para solicitar la revisión de la Resolución 

emitida por la Comisión Apelativa del Servicio Público (en adelante, 

la CASP o parte recurrida), el 9 de febrero de 2016, notificada y 

archivada en autos ese mismo día.  Mediante la referida 

Resolución, la CASP archivó la Apelación incoada por la parte 

recurrente, por falta de jurisdicción.  La solicitud de 

reconsideración presentada oportunamente por los recurrentes, fue 

declarada No Ha Lugar por la CASP, mediante Resolución dictada y 

notificada el 15 de marzo de 2016.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos la Resolución recurrida. 

I. 

 El 2 de diciembre de 2013, los recurrentes, empleados de 

carrera del Municipio de Patillas, presentaron una Apelación ante 
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la CASP, al amparo de la Ley Núm. 81-1991, según enmendada, 

conocida como la Ley de Municipios Autónomos.  Éstos reclamaron 

el pago de Bono de Navidad correspondiente a cada uno de ellos, 

que representa el 12.5% del sueldo anual de los empleados y 

empleadas.  Alegaron que, sin embargo, el patrono (Municipio de 

Patillas) hizo un pago distinto al dispuesto en la Ley Núm. 34 de 

12 de junio de 1969, conocida como la Ley de Bono de Navidad de 

Empleados Públicos, siendo dicho pago menor a la cantidad que, 

en derecho le asiste a cada apelante, aquí recurrentes. 

 La parte recurrente arguyó que para los dos años en 

controversia, el Municipio de Patillas emitió el pago del Bono de 

Navidad a cada uno de los recurrentes por la cantidad de $750.00, 

lo que representa una reducción de $250.00 en cada pago y que 

ante ello, el patrono le adeuda a cada uno de los recurrentes la 

cantidad de $500.00, más la penalidad aplicable.  Estos señalaron, 

en su Apelación ante la CASP, que el 30 de octubre de 2012 el 

Municipio de Patillas fue notificado, por escrito, sobre la solicitud 

de su reclamo del pago de las cantidades adeudadas por concepto 

de Bono de Navidad.   En la misiva, se le ofreció al Alcalde 

Municipal, Hon. Benjamín Cintrón Lebrón, un término razonable 

para cumplir su obligación ministerial y enmendar la actuación 

contraria a la ley y a derecho.  El Alcalde Municipal no contestó 

dicha reclamación.  Por tanto, los recurrentes presentaron la 

Apelación ante la CASP. 

 El 9 de febrero de 2016 la CASP emitió la Resolución aquí 

recurrida en la que determinó que: 

Siendo los reclamos para los años 2010 y 2011, 

debieron haber sido presentados transcurridos 30 días 
después de la fecha en que se emitió el pago por 
concepto de Bono de Navidad.  Aunque no tenemos 

una fecha cierta del pago de los mencionados bonos 
para los años 2010 y 2011, la fecha límite para el pago 
de los mismos es el 20 de diciembre de cada año, 

según dispuesto en la Ley Núm. 34 del 12 de junio de 
1969, según enmendada.  Es decir, las apelaciones a 
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esos efectos debieron ser presentadas en o antes del 
19 de enero de 2011 y de 2012, respectivamente.  

Habiéndose presentado el 2 de diciembre de 2013, el 
escrito de apelación se presentó fuera del término 

jurisdiccional. 
 

. . . . . . . . 

 
 Nótese que el reclamo enviado al APELADO fue 
el 30 de octubre de 2012, por lo que, conforme a la 

reglamentación vigente, el APELADO tenía un término 
de sesenta (60) días para contestar la misma.  

Concluido dicho término, los APELANTES contaban 
con un término de treinta (30) días para presentar la 
apelación.  Es decir, los APELANTES debieron 

presentar su apelación ante este Foro en o antes del 
28 de enero de 2013.  Sin embargo, no fue hasta el 2 

de diciembre de 2013 que presentaron la misma.  Esto 
fue diez (10) meses y cuatro (4) días más tarde de la 
fecha de vencimiento del mismo. 

 
Considerando cualquiera de los escenarios 
anteriormente expuestos, la presente apelación fue 

presentada fuera del término jurisdiccional concedido 
por el Plan de Reorganización Núm. 2-2010, por lo que 

procede desestimar la misma por falta de jurisdicción. 
 
 Insatisfechos con tal determinación, los recurrentes 

interpusieron una Solicitud de Reconsideración, en la que 

plantearon, en síntesis, que contrario a lo resuelto por la CASP, el 

término jurisdiccional establecido en el Artículo 13 del Plan de 

Reorganización no se refiere a los casos que surjan del Artículo 12, 

que tratan sobre la jurisdicción apelativa del foro, sino que se 

refiere a los casos contemplados bajo el Articulo 11.  Plantearon 

que su apelación es una al amparo del Artículo 12 (a), por tratarse 

de una acción proveniente de un Municipio, para lo cual no existe 

en ley un término de carácter jurisdiccional para ese tipo de 

reclamaciones.   

 Mediante Resolución del 15 de marzo de 2016, la CASP se 

reafirmó en su determinación y declaró NO HA LUGAR la 

reconsideración.  Inconformes, los recurrentes acuden ante nos y 

señalan que la parte recurrida incidió en los siguientes errores: 

Primer Error:  Erró la CASP al declarar prescrita la 
Apelación al aplicar estatutos del Plan de 

Reorganización Núm. 2-2010, que no corresponden a 
las apelaciones bajo el Artículo 12(a) de dicha Ley. 
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Segundo Error:  Erró la CASP al archivar la Apelación 

con perjuicio toda vez que tanto la Resolución y Orden 
Final, como la Resolución que declara no ha lugar a la 

Solicitud de Reconsideración, se hicieron sin contar 
con el quorum establecido en Ley y Reglamento.  Esto 
implica que dichas determinaciones son nulas. 

 
 El 25 de abril de 2016, concedimos al Municipio de Patillas 

hasta el 16 de mayo de 2016 para presentar su Alegato.  

Transcurrido el término concedido, sin que el Municipio de Patillas 

se expresara, damos por perfeccionado el recurso y sometido para 

su adjudicación.  Por tanto, luego de analizar los hechos y el 

Derecho aplicable, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. 

La revisión judicial tiene como propósito delimitar la 

discreción de los organismos administrativos para asegurar que 

éstos ejerzan sus funciones conforme la ley y de forma razonable.  

Empresas Ferrer Inc. v. A.R.Pe., 172 DPR 254, 264 (2007).  Es 

norma reiterada que las decisiones de un foro administrativo gozan 

de una presunción de corrección y como tal merecen gran 

deferencia por parte de los tribunales.  De igual forma, “las 

conclusiones de estas agencias merecen gran deferencia por parte 

de los tribunales, por lo que debemos ser cuidadosos al intervenir 

con las determinaciones administrativas”.  González Segarra et al. 

v. CFSE, 188 DPR 252 (2013); Empresas Loyola v. Com. 

Ciudadanos, 186 DPR 103 (2012); Acarón et al. v. D.R.N.A., 186 

DPR 564 (2012).  Esta deferencia tiene su fundamento en la vasta 

experiencia y el conocimiento especializado que ostentan las 

agencias acerca de los asuntos que les son encomendados. 

 González Segarra et al. v. CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. 

Centro Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); Otero v. Toyota, 163 DPR 

716 (2005).  Al momento de revisar una decisión administrativa, el 

criterio rector para los tribunales será la razonabilidad en la 
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actuación de la agencia.  Id.  Corresponde a los tribunales analizar 

las determinaciones de hechos de los organismos administrativos 

amparados en esa deferencia y razonabilidad.  González Segarra et 

al. v. CFSE, supra.   

Ahora bien, esta norma de deferencia de ningún modo puede 

afectar el alcance de la facultad de revisión de los tribunales. 

 Padín Medina v. Adm. Sist. Retiro, 171 DPR 950 (2007).  La Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (en adelante, “LPAU”), Ley 

Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2175, dispone el 

alcance de la revisión judicial de las determinaciones de las 

agencias.   En lo pertinente, establece que:   

El Tribunal podrá conceder el remedio apropiado si 
determina que el peticionario tiene derecho a un 
remedio.  Las determinaciones de hecho de las 

decisiones de las agencias serán sostenidas por el 
Tribunal, si se basan en evidencia sustancial que obra 

en el expediente administrativo.  Las conclusiones de 
derecho serán revisables en todos sus aspectos.  3 
LPRA sec. 2175.   
  

Cónsono con lo anterior, nuestro más Alto Foro ha 

expresado que los tribunales no debemos intervenir o alterar las 

determinaciones de hechos de un organismo administrativo si 

surge del expediente administrativo, considerado en su totalidad, 

que existe evidencia sustancial que sostiene dichas 

determinaciones.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.  Se ha 

definido en diversas ocasiones evidencia sustancial como aquella 

evidencia relevante que una mente razonable podría aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión. Id.   

De conformidad a lo antes señalado, una parte afectada que 

quiera controvertir las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo deberá demostrar la existencia de otra prueba que 

sostenga que la actuación de la agencia no está basada en 

evidencia sustancial o que reduzca el valor de la evidencia 

impugnada.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; Otero v. 
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Toyota, supra, pág. 728.  De no lograrlo, el tribunal respetará las 

determinaciones de hechos y no sustituirá el criterio de la agencia 

por el suyo.  González Segarra et al. v. CFSE, supra.   

En lo concerniente a las conclusiones de derecho, el tribunal 

las puede revisar en todos sus aspectos, sin sujeción a norma o 

criterio alguno.  González Segarra et al. v. CFSE, supra; Pereira 

Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 485, 513 (2011).  De ordinario, 

al revisar las decisiones de las agencias, los tribunales debemos 

brindar gran deferencia y respeto a las interpretaciones del 

estatuto que sean efectuadas por el organismo facultado por ley 

para velar por su administración y cumplimiento.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra; Asoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. 

P.R., 144 DPR 425, 436 (1997).  De esa forma, si la interpretación 

de la ley realizada por la agencia es razonable, aunque no sea la 

única razonable, los tribunales deben darle deferencia.  González 

Segarra et al. v. CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 

supra, pág. 616.  Ahora bien, el tribunal podrá sustituir el criterio 

de la agencia por el propio cuando no encuentre una base racional 

para explicar la decisión administrativa.  García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., 173 DPR 870, 894-895 (2008).   

La revisión judicial de decisiones administrativas se debe 

limitar a determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o 

en forma tan irrazonable que su actuación constituye un abuso de 

discreción.  Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004); Fuertes y 

otros v. A.R.Pe., 134 DPR 947, 953 (1993).  En síntesis, la 

deferencia cederá únicamente ante ciertas circunstancias, a saber: 

 (1) la determinación administrativa no está basada en evidencia 

sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado en la 

aplicación o interpretación de las leyes o reglamentos que se le ha 

encomendado administrar; (3) cuando actúa arbitraria, irrazonable 

o ilegalmente, realizando determinaciones carentes de una base 
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racional; ó (4) si la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales.  Empresas Ferrer Inc. v. A.R.Pe., 

supra, pág. 264.   

B. 

 Por virtud del Plan de Reorganización Núm. 2-2010 del 26 de 

julio de 2010, conocido como el "Plan de Reorganización de la 

Comisión Apelativa del Servicio Público" (Plan de Reorganización o 

Plan) se creó la Comisión Apelativa del Servicio Público (CASP) 

para fusionar la Comisión Apelativa del Sistema de Administración 

de Recursos Humanos del Servicio Público [CASRH] y la Comisión 

de Relaciones del Trabajo del Servicio Público, como la nueva 

Comisión Apelativa del Servicio Público. [CASP][...] 3 LPRA Ap. XIII, 

Artículo 1, del Plan de Reorganización. Mediante el Plan se 

instituyó un nuevo foro administrativo cuasi-judicial, especializado 

en asuntos obrero-patronales y del principio de mérito, en el que 

se atenderán casos laborales, de administración de recursos 

humanos y de querellas, tanto para los empleados cobijados bajo 

la Ley Núm. 45 de 25 de febrero de 1998, según enmendada, 

conocida como la "Ley de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público", como para los empleados públicos cubiertos por la Ley 

Núm.184-2004, según enmendada, conocida como la "Ley para la 

Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico". Artículo 2, Plan de 

Reorganización.  En sus Artículos 11 y 12, el Plan dispuso sobre la 

jurisdicción primaria y exclusiva de la CASP.   

Artículo 11.- Jurisdicción Primaria de la Comisión. 

 La Comisión tendrá jurisdicción primaria 
exclusiva sobre: 
 

a) las reclamaciones surgidas como consecuencia 
de acciones o decisiones del patrono en violación a las 

disposiciones de la Ley Núm. 45 de 1998, según 
enmendada; 
 

b)  las reclamaciones surgidas como consecuencia 
de acciones o decisiones de las organizaciones 
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laborales, sindicales u obreras y de los representantes 
exclusivos en violación a las disposiciones de la Ley 

Núm. 45 de 1998, según enmendada; 
 

c)  las reclamaciones surgidas como consecuencia 
de acciones o decisiones de las organizaciones 
laborales, sindicales u obreras y de los representantes 

exclusivos en violación a las disposiciones de la Ley 
Núm. 333 de 2004, según enmendada. 
 

Ningún caso podrá ser radicado luego de transcurridos 
seis (6) meses de los hechos que dan base al mismo, 

excepto que la parte contra quien se haya radicado, 
intencionalmente haya ocultado los hechos que dan 
base al mismo o que durante el período de seis (6) 

meses luego de los hechos, la parte promovente haya 
estado legalmente incapacitada para radicarlo, o que 

no tuvo conocimiento de los hechos durante ese 
período.  En estos casos, la Comisión determinará si la 
dilación en radicar el mismo es razonable conforme a 

los principios generales de incuria.   
 
Artículo 12.- Jurisdicción Apelativa de la Comisión 

  
La Comisión tendrá jurisdicción exclusiva sobre las 

apelaciones surgidas como consecuencia de acciones o 
decisiones de los Administradores Individuales y los 
municipios en los casos y por las personas que se 

enumeran a continuación:   
  
a.  Cuando un empleado, dentro del Sistema de 

Administración de los Recursos Humanos, no 
cubierto por las secs. 1451 et seq. de este título, 

conocidas como la ‘Ley de Relaciones del Trabajo 
del Servicio Público‘, alegue que una acción o 
decisión le afecta o viola cualquier derecho que se 

le conceda en virtud de las disposiciones de las 
secs. 1461 et seq. de este título, las secs. 4001 et 

seq. del Título 21, conocidas como la ‘Ley de 
Municipios Autónomos‘, los reglamentos que se 
aprueben para instrumentar dichas leyes, o de los 

reglamentos adoptados por los Administradores 
Individuales para dar cumplimiento a la legislación 
y normativa aplicable.  (Énfasis nuestro). 

[…]  3 LPRA Ap. XIII, sec. 12   
 

Por su parte, el Artículo 13 del Plan de Reorganización, 

establece el procedimiento para presentar una Apelación ante la 

CASP.  En lo pertinente dispone como sigue:   

El procedimiento para iniciar una querella o apelación 
por una parte adversamente afectada en aquellos 

casos contemplados bajo el Artículo 11 de este Plan 
será el siguiente:  
 

La parte afectada deberá presentar escrito de 
apelación a la Comisión dentro del término 

jurisdiccional de treinta (30) días, contados a partir de 
la fecha en que se le notifica la acción o decisión, 
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objeto de apelación, en caso de habérsele notificado 
por correo, personalmente, facsímile o correo 

electrónico, o desde que advino en conocimiento de la 
acción o decisión por otros medios.   

  
La Comisión podrá luego de investigada y analizada 
una apelación, desestimar la misma o podrá ordenar 

la celebración de una vista pública, delegando la 
misma a un oficial examinador, quien citará a las 
partes y recibirá la prueba pertinente.  3 LPRA Ap. 

XIII, sec. 13   
 

  La Comisión dispondrá, mediante reglamento, los 

procedimientos adjudicativos que gobernarán las vistas públicas 

que se lleven a cabo al amparo de este Plan.  Así, el Reglamento 

Procesal de la CASP (Reglamento 7313), establece en su Artículo I, 

Sección 1.2 lo siguiente:   

a. La solicitud de apelación se radicará en la Secretaría 

de la Comisión dentro del término jurisdiccional de 
treinta (30) días consecutivos a partir de la fecha de 

notificación de la acción o decisión objeto de apelación 
en caso de habérsele cursado comunicación escrita, o 
desde que advino en conocimiento de la acción o 

decisión por otros medios. 
 

b. De no existir una determinación final escrita, y la 

parte afectada hubiese hecho un planteamiento o 
reclamo por escrito a la Autoridad Nominadora, y no 

reciba respuesta a los siguientes sesenta (60) días 
desde que cursó la misiva, la parte afectada tendrá un 
plazo jurisdiccional de treinta (30) días contados a 

partir del vencimiento del término de sesenta (60) días 
para presentar una solicitud de apelación ante la 

Comisión. Reglamento Procesal de la CASP, 
Reglamento 7313, Artículo I, Sección 1.2.   

  

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce que “[c]ontrario a un 

término de cumplimiento estricto, un término jurisdiccional es 

fatal, improrrogable e insubsanable, rasgos que explican por qué 

no puede acortarse, como tampoco es susceptible de extenderse”.  

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 252-253 (2012); 

Torres v. Toledo, 152 DPR 843, 851 (2000).  Es decir, no existe 

ningún remedio que pueda subsanar o evadir los efectos de un 

término jurisdiccional que ya ha vencido.    

De otra parte, el Plan de Reorganización promulga en su 

Artículo 15, que la CASP estará integrada por un Presidente y seis 



 
KLRA201600394 

 

10 

Comisionados Asociados, nombrados por el Gobernador con el 

consentimiento del Senado.  En su Artículo 9, el cual dispone 

sobre los deberes, funciones y facultades del Presidente, se 

establece que el Presidente de la CASP está facultado para, entre 

otras atribuciones, “designar paneles para la administración de los 

poderes concedidos bajo este Plan.”  El Artículo 10 establece, a su 

vez, que “para todas las determinaciones que requieren la 

actuación de la Comisión en pleno, el quórum se constituirá con la 

presencia de la mitad (½) más uno (1) de los miembros de la 

Comisión (y que) todas las determinaciones se harán con el voto 

afirmativo de la mayoría de los miembros”.  Sin embargo, “la 

Comisión determinará, mediante reglamento aquellos asuntos que 

requieran la actuación de la Comisión en pleno”.  En cuanto a las 

disposiciones transitorias en la implementación del Plan, el 

Artículo 20 del Plan establece, entre otras instancias, que “todos 

los reglamentos, órdenes, resoluciones, cartas circulares y demás 

documentos administrativos de la CASARH y la CRTSP se 

mantendrán vigentes hasta que éstos sean enmendados, 

suplementados, derogados o dejados sin efecto por la Comisión”.    

A tales efectos, el Presidente de la CASP, mediante la 

promulgación del Memorando Especial CASP ME 2010-1, 

estableció que la CASP continuaría utilizando los reglamentos de la 

comisiones fusionadas, hasta que se dispusiera lo contrario.   Por 

tanto, el Reglamento Núm. 7313 de 7 de marzo de 2007, de la 

extinta CASARH, es el Reglamento Procesal de la actual CASP, 

hasta que se disponga lo contrario.  El referido Reglamento 

dispone en su Art. VIII, Sec. 8.10, que “[p]ara todas las 

determinaciones que requieren la actuación de la Comisión en 

pleno, según la Ley Núm. 184-2004, dos de los (las) Comisionados 

(as) de la Comisión constituirán quórum y las decisiones 
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adjudicativas requerirán la aprobación de por lo menos dos 

comisionados (as)….”  

III. 

En el caso que nos ocupa, los recurrentes alegan que el 

Artículo 13 del Plan de Reorganización, en el cual la CASP 

fundamentó su determinación, no se refiere a los casos que surjan 

del Artículo 12 de dicho Plan, sino a aquellos casos contemplados 

bajo el Artículo 11.  Exponen que su apelación es una al amparo 

del Artículo 12 (a), por tratarse de una acción proveniente de un 

Municipio.  La parte recurrente sostiene que no existe en ley un 

término de carácter jurisdiccional para este tipo de reclamaciones, 

por lo que la CASP no tiene facultad para declararse sin 

jurisdicción en estas circunstancias. Argumenta que es norma 

reiterada que para que un término sea considerado jurisdiccional, 

debe existir un mandato legislativo expreso.  Señala que al no 

existir un término prescriptivo dispuesto por ley, es de aplicación la 

doctrina de incuria. 

Primeramente, la Sección 1.2, del Artículo I del Reglamento 

7313, aun vigente, es clara en establecer que la solicitud de 

apelación se radicará en la Secretaría de la Comisión dentro del 

término jurisdiccional de treinta (30) días consecutivos a partir de 

la fecha de notificación de la acción o decisión objeto de apelación, 

en caso de habérsele cursado comunicación escrita, o desde que 

advino en conocimiento de la acción o decisión por otros medios.  

En el caso ante nos, la parte recurrente hizo un reclamo por 

escrito al Municipio de Patillas.  No obstante, dicho reclamo no fue 

contestado en el término de sesenta (60) días que tenía el 

Municipio de Patillas para responder.  Al no existir una 

determinación final escrita, los recurrentes contaban con un 

término jurisdiccional de treinta (30) días contados a partir del 

vencimiento del término de sesenta (60) días, sin haber recibido 
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respuesta de la parte recurrida, para presentar una solicitud de 

apelación ante la CASP.  

La CASP, luego de considerar los términos apelativos 

dispuestos, tanto en el Artículo 13 del Plan de Reorganización, que 

consta del término de treinta (30) días y el término dispuesto en el 

Reglamento Procesal de la CASP, resolvió que ante cualquiera de 

los escenarios, la apelación fue presentada fuera del término 

jurisdiccional, por lo que procedió a desestimarla por falta de 

jurisdicción. Entendemos que la agencia recurrida procedió 

conforme a derecho, por lo que debe prevalecer la norma de 

deferencia a la decisión de la CASP.  En vista de ello, concluimos 

que el error imputado a la agencia recurrida no fue cometido.   

En su segundo señalamiento de error, la parte recurrente 

argumenta que la determinación adversa tomada por la CASP es 

nula por haber sido emitida sin contar con el quórum establecido 

por ley y reglamento. Señala que el Artículo 10 del Plan de 

Reorganización Núm. 2, supra, establece que “[p]ara todas las 

determinaciones que requieran la actuación de la Comisión en 

pleno, el quórum se constituirá con la presencia de la mitad más 

uno de los miembros de la Comisión.  Todas las determinaciones 

se harán con el voto afirmativo de la mayoría de los miembros. La 

Comisión determinará, mediante reglamento, aquellos asuntos que 

requieran la actuación de la Comisión en pleno.”  A esos efectos, 

sostuvo que la determinación de la CASP debió ser emitida por el 

voto afirmativo de al menos cuatro de los comisionados para ser 

válida.  Entendemos que no le asiste la razón.   

Como expresamos anteriormente, en ausencia de un nuevo 

Reglamento que regule los procesos en la CASP, el Artículo 20 del 

Plan de Reorganización, estableció claramente que los reglamentos 

de las agencias fusionadas, CASHR y CRTSP continuarán vigentes, 

hasta una determinación en contrario por parte de la CASP.   
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Si bien el Plan de Reorganización Núm. 2, supra, señala que 

en las determinaciones que requieran la actuación de la Comisión 

en pleno, el quórum será de al menos 4 de los miembros, dicha 

legislación establece que los asuntos que requieran la actuación de 

la Comisión en pleno, serán determinados mediante el Reglamento 

que la CASP adopte a esos efectos, lo cual a la fecha de la 

determinación recurrida, no había ocurrido.  Por lo tanto, 

concluimos que la determinación recurrida, emitida por un Panel 

de Comisionados, no adolece de la nulidad que argumenta la parte 

recurrente.  

IV. 

A tenor con lo antes expresado, confirmamos la Resolución 

emitida por la Comisión Apelativa del Servicio Público. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


